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[P]ara la Sala el Juzgado demandado no incurrió en los defectos procedimental y sustantivo alegados (…) no se observa que dicha autoridad judicial se haya apartado del procedimiento legal establecido (…) pues conforme lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del Proceso, que regula la resolución de las excepciones, siguió el trámite procesal correspondiente ante el recurso de apelación que la parte ejecutada había presentado en contra del auto que, entre otros asuntos, ordenó seguir adelante con la ejecución. (…) para la Sala la mencionada autoridad judicial no incurrió en defecto [procedimental absoluto] al requerir una documentación que consideró necesaria previamente a decidir el pluricitado recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutada, (…) el demandante alegó que el Tribunal incurrió en los «defectos sustantivo y procedimental», puesto que no ha admitido la apelación en cuestión, sino que previo a ello requirió una serie de documentos, sin motivación fáctica ni jurídica para ello, lo cual se traduce en una mora judicial (…) para la Sala el Tribunal demandado no incurrió en un incumplimiento en los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación (…) En consecuencia, se rechazará la petición de reforma de la solicitud de amparo (…). Asimismo, se negará frente a los defectos procedimental absoluto, sustantivo y violación directa de la Constitución (…). De igual manera, se negará en lo atinente a la presunta mora judicial en la que, a juicio del actor, incurrió el Tribunal demandado.
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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejero ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Bogotá, D. C., trece (13) de junio de dos mil diecinueve (2019)

Radicación número: 11001-03-15-000-2019-02129-00(AC)

Actor: ELMAR NAVARRO PÉREZ

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SANTANDER Y OTRO

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Procede la Sala a decidir la solicitud presentada por el señor Elmar Navarro Pérez, en ejercicio de la acción de tutela consagrada en la Constitución Política, artículo 86, y desarrollada por el Decreto 2591 de 1991.

ANTECEDENTES

1. Petición de amparo constitucional 

Mediante escrito presentado el 30 de abril de 2019, ante la Secretaría del Tribunal demandado
, el señor Elmar Navarro Pérez interpuso acción de tutela en contra del Tribunal Administrativo de Santander y el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga, con el fin de que se protegieran sus derechos fundamentales al debido proceso, así como al «acceso a la justicia con tutela pronta y efectiva» y los principios de legalidad y confianza legítima.

Para la parte actora tales derechos le han sido vulnerados desde que se profirió el «auto de noviembre 20/18», dictado por el juzgado en mención en el proceso ejecutivo identificado con el radicado 68001-33-33-008-2016-00253-00 (04), el cual presentó en contra del Departamento y la Contraloría de Santander. De igual manera, cuestionó la providencia del 24 de abril de 2019, emitida en la misma causa por el Tribunal Administrativo de Santander.

En consecuencia, la parte demandante solicitó que se deje sin efectos lo dispuesto desde el «auto de noviembre 20/18» y, en su lugar, se ordene rechazar la apelación presentada por la parte ejecutada. 

Adicionalmente, el actor pidió que, sin perjuicio de lo anterior, se ordene tramitar la liquidación del crédito y costas en un término perentorio.
La solicitud tuvo como fundamento, los siguientes

2. Hechos 

2.1 Proceso ordinario

Sostuvo que presentó una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en contra del departamento de Santander y la Contraloría departamental, con la finalidad de lograr su reintegro laboral y el pago de lo dejado de percibir con ocasión de la supresión del empleo que ostentaba en carrera administrativa en el referido ente de control.

Indicó que dicho proceso se identificó con el radicado 68001-23-31-000-2000-01294-00, en el que en primera instancia con sentencia del 28 de mayo de 2009, el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga accedió a sus pretensiones, al constatar que había sido desvinculado del cargo con fundamento en una ordenanza departamental que se declaró nula en su artículo 2° (letra e), en consideración a que no contó con la iniciativa del contralor para modificar la estructura de dicha entidad
.

Agregó que el Tribunal Administrativo de Santander mediante fallo del 11 de febrero de 2010, confirmó parcialmente dicha decisión, al resolver el recurso de apelación presentado por la parte demandada, al considerar que esa declaratoria de nulidad reconocía con efectos de cosa juzgada la falta de competencia del gobernador de Santander para suprimir su empleo
.

2.2 Proceso ejecutivo

Adujo que presentó una demanda ejecutiva con la finalidad de que se librara mandamiento de pago en contra del departamento de Santander y la Contraloría departamental, por la condena impuesta a través de la sentencia del 28 de mayo de 2009, confirmada en segunda instancia mediante providencia del 11 de febrero de 2010. Asimismo, solicitó medidas cautelares.

Añadió que este proceso se identificó con el radicado 68001-33-33-003-2016-00253-00, del cual conoció el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga, que mediante auto del 8 de marzo de 2017 libró mandamiento de pago, entre otros, por el valor que resulte de liquidar lo equivalente a salarios, prestaciones sociales, entre otros, y por la suma de $40.923.967 correspondiente al auxilio de cesantías.

Refirió que mediante escrito radicado el 17 de mayo de 2017, la Contraloría presentó excepciones, sin embargo el término para tal efecto se encontraba ya vencido, es decir, estas se presentaron extemporáneamente.

Precisó que mediante auto del 3 de agosto de 2017 se dejó sin efectos la providencia con la cual se había corrido traslado de las excepciones propuestas por la Contraloría ejecutada y se admitió la reforma de la demanda presentada por el ejecutante. De manera que, se libró mandamiento de pago por unas sumas y se negó por la pretensión relacionada con la dotación
. 

Precisó que la anterior providencia se notificó por estado del 4 de agosto de 2014 y que se corrió el traslado respectivo conforme el numeral 4° del artículo 93 del Código General del Proceso, sin que la Contraloría ejecutada propusiera excepciones.

Refirió que presentó una solicitud de adecuación oficiosa del mandamiento de pago y, subsidiariamente interpuso un recurso de reposición en contra de las providencias del 3 de agosto y 12 de octubre de 2017, para que se concediera la apelación en contra de la parte denegada del mandamiento de pago.

Sostuvo que por auto del 12 de abril de 2018 el juzgado negó la referida solicitud de adecuación oficiosa, declaró improcedente el recurso de reposición y concedió el de apelación en el efecto suspensivo. 

Señaló que el Tribunal Administrativo de Santander con proveído del 5 de julio de 2018, confirmó los autos recurridos y exhortó al juez de primera instancia para que realizara las actuaciones procesales tendientes a pronunciarse sobre los demás documentos allegados al proceso como prueba, entre estos las resoluciones que dieron cumplimiento parcial al fallo objeto de ejecución, donde se hizo referencia a la renuncia voluntaria al reintegro ordenado.

Afirmó que el juzgado con providencia del 9 de octubre de 2018, obedeció y cumplió lo dispuesto por el superior que ordenó decidir lo que en derecho correspondiera en relación con la medida de embargo. Así, con dicha decisión se decretó el embargo y secuestro de dineros de la parte ejecutada y se ordenó seguir adelante la ejecución de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo contenido en la providencia del 3 de agosto de 2017, corregida con auto del 12 de octubre del mismo año. En especial, se pronunció en relación con la falta de pago total de la obligación así:

«Ingresa el expediente al Despacho para continuar con el trámite del proceso de la referencia, previo a lo cual, en atención a lo señalado por el Tribunal Administrativo de Santander en los autos del 12 de diciembre de 2017 y del 5 de julio de 2018, debe hacerse un pronunciamiento sobre los documentos allegados al proceso como pruebas, relacionados con la renuncia voluntaria del ejecutante al reintegro.

…

Analizados los referidos actos administrativos, se encuentra que si bien a través de ellos se pretendió dar cumplimiento al fallo judicial que aquí se ejecuta, lo cierto es que ninguna de las disposiciones allí contendidas corresponden a los eventos que se consideran relevan a las entidades ejecutadas a dar cumplimiento [de] la obligación de hacer –reintegro-, subsistiendo por tanto dicha obligación.

…

II.DE LA EJECUCIÓN DE LA OBLIGACIÓN

Procede el despacho a resolver la demanda ejecutiva de la referencia, tr[á]mite dentro del cual por auto del 8 de marzo de 2017 se libró mandamiento de pago…y la entidad ejecutada presentó excepciones mediante escrito radicado el 17 de Mayo de 2017, encontrándose ya vencido el plazo legalmente establecido para el efecto, es decir fueron extemporáneas.

Posteriormente, la parte ejecutante a través de memorial de fecha 31 de mayo de 2017 presentó reforma de la demanda…la cual fue admitida el 3 de agosto de 2017 disponiendo librar mandamiento de pago sobre nuevos valores y ordenándose el reintegro del señor ELMAR NAVARRO PÉREZ…providencia que se notificó por estado…sin que la Parte Ejecutada…propusiera excepciones.

Por lo expuesto, se configuran los supuestos enunciados en el inciso 2° del artículo 440 ibídem, por lo que se dispondrá SEGUIR ADELANTE CON LA EJECUCIÓN…»

»

Adujo que la Contraloría ejecutada a través de memorial recibido el 16 de octubre de 2018, presentó un recurso de apelación en contra de la anterior providencia para que se revoque y, en su lugar se:

«…DECLARE PROBADAS LAS EXCEPCIONES formuladas en la contestación de la demanda por la CONTRALORÍA GENERAL DE SANTANDER el 17/05/2017, o subsidiariamente o, SE DECLAREN PROBADAS LAS EXCEPCIONES DE OFICIO con fundamento en [el] artículo 187 del CPACA, en concordancia con el artículo 282 del CGP o, SE DENIEGUEN TODAS LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA EJECUTIVA promovida por ELMAR NAVARRO PÉREZ…»

Refirió que el 31 de octubre de 2018 presentó la liquidación del crédito, lo cual reiteró con escrito del 19 de noviembre del mismo año.

Aseveró que con proveído del 20 de noviembre de 2018, el referido juzgado concedió en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutada en contra del auto del 9 de octubre de 2018. En este se precisó que la decisión recurrida no se trataba solo de un auto que diera impulso al proceso que dio cumplimiento a lo ordenado por el superior, sino que en este se hizo referencia a un aspecto relativo al fondo del asunto –pago parcial de la obligación como excepción-, por lo que era susceptible de dicho recurso. En específico, en dicha providencia se indicó:

«Ingresa el expediente al Despacho con el fin de tramitar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte ejecutada –Contraloría General de Santander- contra la providencia del 9 de octubre de 2018 en la que se ordenó seguir adelante la ejecución.

Al respecto es de advertirse que, al no proponerse excepciones contra el auto que libró mandamiento de pago…la orden de seguir adelante la ejecución por parte de este Despacho el 9 de octubre de 2018 se adoptó mediante auto, y no por sentencia, y en consecuencia en principio el recurso interpuesto en contra de la mencionada providencia es improcedente, tal y como lo ha señalado el Tribunal Administrativo de Santander.

No obstante lo anterior, en el caso concreto se advierte que, si bien en el auto recurrido se dispuso seguir adelante con la ejecución, también en cumplimiento de lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de Santander, esta Agencia Judicial en el (sic) se pronunció en relación con los documentos aportados como prueba, entre estos, las Resoluciones que dieron cumplimiento parcial al fallo, en los que consta que la parte ejecutante, renunció de manera voluntaria al reintegro ordenado, concluyéndose que en el asunto de marras no existe un pago total de la obligación, es decir, no se trató de un auto en el que solo se diera impulso al proceso, si no (sic) que se hizo referencia a un aspecto que tiene que ver con el fondo del asunto, como lo es, el pago total de la obligación, y respecto del cual procede el recurso de apelación.

Por lo anterior, con el fin de garantizar el derecho al debido proceso de la parte ejecutada, y de conformidad con el Artículo 282 del C.G.P. que regula la resolución de las excepciones, en el sentido de que en cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, se concederá el recurso de apelación oportunamente interpuesto en contra del auto del 09 de octubre de 2018. Esto es razón a que el pago de la obligación constituye una excepción, y que si bien en este asunto se encontró que no se configura, es un aspecto sobre el cual puede pronunciarse el A-Quem y en caso de encontrarla procedente declarar, sin perjuicio de que la decisión se haya adoptado mediante auto, privilegiándose así el derecho sustancial sobre el procesal.»

Precisó que la anterior providencia se notificó por estado electrónico insertado en el Portal de la Rama Judicial el 21 de noviembre de 2018.

Manifestó que con memorial presentado el 26 de noviembre de 2018, a través de su apoderado, presentó una solicitud para que revocara la precitada providencia, se corriera traslado de la liquidación del crédito y se resolviera lo que se encontraba pendiente en cuanto a las medidas cautelares, pues no está incluida entre las decisiones apelables (artículo 321 del Código general del Proceso) y por expresa disposición del artículo 440 ibidem.

Señaló que con auto del 31 de enero de 2019, el juzgado resolvió reponer parcialmente la providencia del 20 de noviembre de 2018 y, en su lugar, dispuso que el recurso de apelación presentado por la parte ejecutada se concedía en el efecto devolutivo, en virtud de lo consagrado en el artículo 323 del Código General del Proceso, por lo que dispuso también lo pertinente a las copias para surtir dicho trámite. Y confirmó en lo demás la providencia recurrida. Específicamente, en esta decisión se indicó lo siguiente:

«Sea lo primero señalar que el Despacho conoce las normas procesales que relaciona el recurrente en su escrito, referidas a la procedencia o no del recurso de apelación contra autos y sentencias; tanto así, que la argumentación que se expuso para la concesión del recurso de apelación por él controvertida, parte al inicio de su no procedencia, toda vez que la orden de seguir adelante la ejecución se adoptó mediante auto al no proponerse excepciones contra el que libró mandamiento de pago, por lo que no es susceptible de este recurso. No obstante, se efectuó el razonamiento del por qué se concedía el recurso de apelación contra el auto del 09 de octubre de 2018, lo que se reitera no fue por la orden de seguir adelante la ejecución.
Como bien se puede leer en el auto que se recurre –fl.243-, se indicó con suficiencia que pese a que en el auto que ordenó seguir adelante la ejecución nada se resolvió sobre excepciones textualmente, en esa misma providencia esta Agencia Judicial se pronunció con relación a las pruebas documentales del ejecutado, concluyéndose que no existía un pago total de la obligación, en otras palabras, ese auto hizo referencia a aspectos de fondo del asunto
, como si se hubiese resuelto sobre el particular, lo que claramente conllevaba una violación al debido proceso en contra de la Contraloría si no se concedía el recurso…» (Negrilla fuera del texto original)
Refirió que la anterior providencia se notificó por estado electrónico el 1° de febrero de 2019.

Precisó que el Tribunal Administrativo de Santander mediante proveído del 24 de abril de 2019, previo a decidir el mencionado recurso de apelación, requirió al juzgado para que certificara la fecha de notificación del mandamiento de pago, término para interponer las excepciones y la fecha en la cual fueron radicadas por parte del Departamento y la Contraloría de Santander, al igual respecto de la reforma de la demanda, junto con los soportes del caso, información que debía ser allegada al correo electrónico «jramossa@cendoj.ramajudicial.gov.co».

Señaló que la anterior providencia se notificó por estado que se fijó el 5 de abril de 2019.

Manifestó que con memorial presentado el 26 de abril de 2019, solicitó ante dicho Tribunal que se inadmitiera la apelación, puesto que no se cumplieron con los requisitos para la concesión del recurso por parte del juzgado, ya que es improcedente contra el auto impugnado, conforme a los artículos 325 y 440 del Código General del Proceso.

Adujo que con escrito del 29 de abril de 2019 solicitó a la mencionada autoridad judicial que se revocara el auto del 24 de abril de la misma anualidad, por carecer de sustento fáctico y legal, por lo que resultaba contrario al debido proceso.

3. Sustento de la vulneración

La parte actora sostuvo que la autoridad judicial demandada vulneró sus garantías pues con el auto del 20 de noviembre de 2018, se concedió el recurso de apelación en contra de la providencia del 9 de octubre de 2018, decisión ésta por la que se obedeció y cumplió lo dispuesto por el superior en relación con la medida cautelar, decretó el embargo y secuestro de dineros de la parte ejecutada y, ordenó seguir adelante la ejecución de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo contenido en la providencia del 3 de agosto de 2017, corregida con auto del 12 de octubre del mismo año.

Asimismo, cuestionó las providencias del 31 de enero y 24 de abril de 2019, dictadas por el juzgado y el Tribunal demandados, respectivamente. 

El primero, con el que se resolvió reponer parcialmente la providencia del 20 de noviembre de 2018 y, en su lugar, se dispuso que el recurso de apelación presentado por la parte ejecutada se concedía en el efecto devolutivo y confirmó en lo demás la providencia recurrida. 

El segundo, a través del que el Tribunal de forma previa a decidir el mencionado recurso de apelación, requirió al juzgado para que certificara la fecha de notificación del mandamiento de pago, término para interponer las excepciones y la fecha en la cual fueron radicadas por parte del Departamento y la Contraloría de Santander.
Precisó que con la aludida actuación procesal se incurrió en lo siguiente:

3.1 Defecto procedimental absoluto

Arguyó que con la providencia del 9 de octubre de 2018, se ordenó seguir adelante la ejecución conforme al artículo 440 del Código General del Proceso, sin embargo dicha norma establece, categóricamente y bajo ninguna condición, que dicha decisión no admite recurso, de manera que, solo resultan apelables los autos que consagra el artículo 321 ibidem.

Manifestó que la concesión del referido recurso es improcedente, puesto que la parte ejecutada no presentó excepciones y fue precisamente ello lo que motivó a que se siguiera adelante con la ejecución. 

Precisó que dicha actuación procesal le causa un perjuicio irremediable, en tanto que no le ha permitido que se tramite la liquidación del crédito a su favor, dineros estos que requiere para su sustento y el de los suyos.

Precisó que privilegiar el derecho sustancial sobre el procesal no puede implicar hacer caso omiso de la normativa de orden público sobre recursos ni a la hermenéutica, ya que no es posible bajo esa protección volver apelable una providencia que el propio legislador dispuso que no lo fuera (taxatividad).

3.2 Defecto sustantivo

Esgrimió que el juzgado demandado al conceder la aludida apelación, interpretó de manera errónea lo dispuesto en el artículo 440 del Código General del Proceso, cuya aplicación no es opcional, puesto que de forma clara en este se establece que el auto que ordena seguir adelante la ejecución no es apelable.

Recalcó que en el mismo sentido debe considerarse si se aplicara la ley 1437 de 2011, esto es la improcedencia, pues en su artículo 243 no se incluyó dicha decisión entre los autos apelables.

3.3 Violación de la Constitución

Mencionó que con la actuación procesal cuestionada se inobservaron los artículos 6°, 29, 31, 228 y 230 superiores, que proscriben recurrir el auto que ordena seguir adelante una ejecución si el ejecutado no propuso excepciones oportunamente, en consonancia con lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 440 del Código General del Proceso.

3.4 Mora judicial

Alegó que el Tribunal demandado incurrió en los defectos sustantivo y procedimental, puesto que no ha admitido la apelación en cuestión, sino que previo a ello requirió una serie de documentos, sin motivación fáctica ni jurídica para ello, lo cual se traduce en una mora judicial de su parte. 

4. Trámite de la solicitud de amparo
Mediante auto del 17 de mayo de 2019, se admitió la demanda, se ordenó la notificación del juez Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga, así como a los magistrados que integran el Tribunal Administrativo de Santander.

Asimismo, se dispuso la vinculación del gobernador del departamento y al contralor de Santander, en calidad de terceros con interés en el resultado del proceso. 

Además, se requirió el expediente ordinario en calidad de préstamo, el cual se remitió en cumplimiento del auto del 22 de mayo de 2019 proferido por el Tribunal acusado.

5. Intervención posterior de la parte actora

Con memoriales recibidos electrónicamente el 19, 20, 21 y 27 de mayo de 2019
, el accionante reiteró los argumentos esgrimidos en el escrito inicial y manifestó que reformaba la solicitud de amparo, al considerar adicionalmente los siguientes motivos:

Sostuvo que el Tribunal demandado incurrió en un defecto orgánico debido a que «…en agosto de 3/17, previa reforma a la demanda se libró mandamiento (fl. 136-138) que fue corregido en octubre 12/17 (fl. 144) y luego se concedió apelación, contra lo negado, en abril 12/18, la cual fue resuelta por el Tribunal en julio 5/18 tornándose en el mandamiento definitivo, pero en esta providencia no se limitó al confirmatorio sino que, como ocurriría en el auto de abril 24/19, en el ordinal segundo de la parte resolutiva incurrió en lo que la Corte Constitucional ha identificado como vulnerador del derecho al Debido Proceso por Defecto Orgánico…»

Recordó que su demanda ejecutiva fue reformada y luego, se libró mandamiento de pago, sin que se propusieran excepciones, por lo que el juzgado ordenó seguir adelante la ejecución, decisión que fue apelada por la entidad ejecutada «…sin que el tema de oportunidad o no de su defensa fueran objeto de impugnación».

Indicó que la actuación tiende a crear la posibilidad de que el Tribunal se pronuncie al respecto, pese a que el auto que ordenó seguir adelante la ejecución excluye la procedencia de la apelación en su contra. 

Señaló que dicha autoridad en el auto del 5 de julio de 2018 «…sin ser materia de la apelación que entonces resolvió y por tanto sin competencia ni oportunidad, concluyó categóricamente que el mandamiento no debió librarse, sin tomar en cuenta para nada el hecho siete de la demanda [relacionado con la renuncia voluntaria del reintegro ordenado]».

Adujo que el Tribunal cuestionado incurre no solo en los defectos sustantivo y procedimental, sino que su falta de competencia para asumir el conocimiento de dicha alzada, contraría el artículo 326 del Código General del Proceso y el «principio de congruencia».

6. Argumentos de defensa

Surtidas las notificaciones de rigor, se presentaron las siguientes intervenciones:

6.1 Juzgado Octavo Administrativo del Circuito Judicial de Bucaramanga

Con escrito recibido vía electrónica el 23 de mayo de 2019, dicha autoridad judicial se opuso a la prosperidad de la acción de tutela, al considerar que lo decidido en providencia del 20 de noviembre de 2018 no solo se limitó a seguir adelante la ejecución, lo cual no es objeto de recursos, sino que en ella se hicieron consideraciones relacionadas con el cumplimiento de la obligación, lo cual sí es apelable.

Sostuvo que no desconoce ningún derecho de la parte actora, ya que precisamente en aras de proteger los derechos de defensa y contradicción de la ejecutada se concedió la apelación interpuesta, por lo que su actuar no es caprichoso y estuvo suficientemente motivado en los autos del 20 de noviembre de 2018 y 31 de enero de 2019.

Resaltó que, por lo anterior, tampoco es viable que se resuelva de fondo la liquidación del crédito porque la providencia que ordenó seguir adelante la ejecución no ha cobrado firmeza.

6.2 Departamento de Santander

A través de memorial allegado vía electrónica el 22 de mayo de 2019, esta entidad territorial solicitó se deniegue la acción de tutela, pues los derechos fundamentales invocados no se encuentran vulnerados.

Precisó que las pretensiones del actor se dirigen a dejar de lado el trámite procedimental establecido, así como el principio de legalidad, ya que el proceso no ha concluido, en tanto el Tribunal demandado no ha decidido lo correspondiente.

Con escrito recibido electrónicamente el 24 de mayo de la misma anualidad, el referido departamento solicitó se declare la improcedencia de la solicitud de amparo, puesto que lo pretendido con esta resulta inane en lo que respecta a la entidad.

Manifestó que los hechos expuestos por el accionante en este trámite constitucional no le constan, en tanto que nunca ha sido notificado personalmente del auto que libró mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo, así como de las demás actuaciones surtidas en el mismo.

6.3 Contraloría General de Santander

Mediante escrito recibido electrónicamente el 23 de mayo de 2019, dicha entidad se opuso a la prosperidad de la solicitud de amparo, al considerar que las decisiones que pretende cuestionar el accionante se encuentran conforme al ordenamiento jurídico. Por tanto, solicitó se niegue la protección invocada.

Recordó que el pluricitado recurso de apelación sí es procedente conforme al inciso 1° del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 y, que a la fecha no se ha decidido la admisión o no del mismo, por lo que existe aún una vía ordinaria que establece el proceso que no se puede pretermitir.

I. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia


La Sala es competente para conocer de la acción de tutela de la referencia, en atención a lo consagrado por los Decretos 2591 de 1991 y 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, así como los Acuerdos 55 de 2003 y 377 de 2018.

2. Cuestión previa

La parte actora mediante escritos recibidos con posterioridad a la admisión de la solicitud de amparo, manifestó que reformaba la demanda inicial, para lo cual reiteró los argumentos expuestos y alegó, adicionalmente, un defecto orgánico de parte del Tribunal cuestionado, por carecer de competencia funcional para conocer de la apelación objeto de debate.

Al respecto, la Sala rechazará la reforma presentada, en aras de garantizar el derecho de defensa y contradicción de la contraparte, no sin antes precisar que el Decreto 2591 de 1991 no contempla tal actuación dentro del trámite de la acción de tutela, en atención a la naturaleza expedita, preferente y sumaria de la misma, que la diferencia de un proceso ordinario. 

3. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si la solicitud de amparo cumple con los requisitos generales de procedencia en contra de providencias judiciales, así como la procedencia de esta cuando se cuestionan actuaciones y omisiones -mora judicial- procesales dentro de un trámite judicial. 

De igual manera, deberá establecerse si las autoridades judiciales demandadas vulneraron los derechos fundamentales invocados, al conceder el recurso de apelación contra el auto que, entre otros asuntos, ordenó seguir adelante la ejecución dentro del proceso ejecutivo adelantado por el accionante en contra del departamento y la Contraloría de Santander con ocasión de una sentencia condenatoria a su favor, que ordenó su reintegro laboral y el pago de los emolumentos dejados de percibir.

Para abordar el problema jurídico planteado se analizarán los siguientes aspectos: i) el criterio de la Sección sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial; ii) estudio sobre los requisitos de procedibilidad; y finalmente, de encontrarse superados los requisitos adjetivos de procedencia, se estudiará, iii) el fondo del reclamo.

4. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

De conformidad con el precedente jurisprudencial proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
, mediante el cual unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, conforme al cual: 

«De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.»
 
La Corporación ha modificado su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, es necesario estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento por la jurisprudencia, como expresamente lo indica la decisión de unificación. 

Así, ahora es importante precisar bajo qué parámetros se hará ese estudio, pues la sentencia de unificación se refirió a los «…fijados hasta el momento jurisprudencialmente…». 

Es claro que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 constitucional y, por ende, la procedencia de esta acción constitucional contra providencia judicial no puede ser ajena a esas características. 

La Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo (procedencia sustantiva) y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto (procedencia adjetiva).

En tales condiciones, debe verificarse en primer término que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad, a saber: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez y iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado. 

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la Sección declarará improcedente el amparo solicitado y no entrará a analizar el fondo del asunto.

En caso contrario, en el evento en que el asunto supere dichos requisitos, corresponderá a la Sala adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Al respecto, resulta del caso reiterar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una «tercera instancia» que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

5. Examen de los requisitos de procedibilidad de las acciones de tutela contra providencias judiciales. Procedencia adjetiva 

5.1 Para comenzar el estudio de los parámetros esenciales de viabilidad de la tutela cuando se dirige contra providencias judiciales, la Sala encuentra que las sentencias cuestionadas se profirieron dentro de un proceso ejecutivo. De manera que, se cumple el requisito de que no se trate de tutela contra tutela.

5.2 En lo respecta al requisito de la inmediatez, la Sala precisa lo siguiente:

Con la presente acción de tutela la parte demandante solicitó que se deje sin efectos lo dispuesto desde el «auto de noviembre 20/18» y, en su lugar, se ordene rechazar la apelación presentada por la parte ejecutada. 

De igual manera, cuestionó la providencia del 24 de abril de 2019, emitida en la misma causa por el Tribunal Administrativo de Santander.

Asimismo, se encuentra que como sustento de la vulneración se invocan los defectos procedimental absoluto y sustantivo, así como la violación directa de la Constitución, pues el actor se encuentra inconforme con la concesión de dicha alzada.

No obstante lo anterior, en atención a que el demandante pide se deje sin efectos desde la mencionada providencia del 20 de noviembre de 2018, ello incluye las decisiones que dictaron el juzgado y el Tribunal demandados el 31 de enero y 24 de abril de 2019, respectivamente
. 

Por lo que, debe precisarse que el requisito de la inmediatez se cumple respecto de dichas providencias, las cuales se notificaron por estados electrónicos del 21 de noviembre de 2018, 1° de febrero y 5 de abril de 2019, comoquiera que entre la fecha en la que cobraron ejecutoria hasta la presentación de esta acción de tutela el 30 de abril de 2019, el tiempo transcurrido no supera el término de los 6 meses contemplado para el ejercicio oportuno de la acción de tutela. 

5.3 En lo que respecta al parámetro de la subsidiariedad, la Sala observa lo siguiente:

Se cumple tal presupuesto respecto de la providencia del 20 de noviembre de 2018 -que concedió en el efecto suspensivo el pluricitado recurso de apelación presentado por la parte ejecutada-, en tanto que la parte actora interpuso en su contra un recurso de reposición, el cual resolvió el juzgado con la providencia del 31 de enero de 2019.

De igual manera, el aludido presupuesto se supera frente al auto del 31 de enero de 2019, en atención a que con dicha decisión se resolvió un recurso de reposición y finalmente, concedió en el efecto devolutivo el recurso de apelación en cuestión contra el auto que, entre otros asuntos relacionados con la falta de cumplimiento de la obligación, ordenó seguir adelante la ejecución. 

Por tanto, como dicho proveído no es susceptible de recurso alguno, conforme a lo indicado en el inciso 4° del artículo 318 del Código General del Proceso, frente a este se encuentran agotados todos los mecanismos de defensa y en consecuencia, lo que resta es la decisión de fondo respecto de la apelación.

Ahora, si bien se advierte que el actor presentó en contra del auto de trámite que dictó el Tribunal el 24 de abril de 2019 una solicitud de «revocatoria», lo cierto es que la actuación siguiente de esta autoridad fue la de remitir el expediente en calidad de préstamo a esta Colegiatura, en cumplimiento a lo dispuesto en el auto admisorio de la acción de tutela. 

Por tanto, se entiende cumplido el requisito de la subsidiariedad, ya que el accionante agotó el medio que, a su juicio, consideró de defensa para cuestionar la providencia del 24 de abril de 2019.

Así las cosas, como la presente solicitud de amparo superó los requisitos generales de procedibilidad, la Sala resolverá si se vulneraron o no los derechos fundamentales invocados. 

6. Estudio de fondo del caso

Conforme a lo expuesto, el siguiente análisis corresponderá a los autos del 20 de noviembre de 2018, 31 de enero y 24 de abril de 2019, dictados por el juzgado y el Tribunal demandados, respectivamente, de cara a los defectos sustantivo y procedimental absoluto, así como la violación directa de la Constitución invocados.

De igual manera se resolverá si el Tribunal demandado incurrió en una mora judicial, al no decidir la admisibilidad o no del recurso de apelación objeto de la acción de tutela.

Para abordar los problemas jurídicos planteados se analizarán los siguientes aspectos: 

6.1 Defecto sustantivo y procedimental absoluto 

De forma previa, se advierte que dichos defectos se sustentan en argumentos que guardan una relación intrínseca, por lo que se analizarán de forma conjunta, así:

En relación con el defecto sustantivo, se ha considerado que este se configura cuando la «… autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica»
.  
Por su parte, el defecto procedimental absoluto se presenta cuando el operador judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado: 

«… [E]l defecto procedimental, se presenta en aquellos casos en los cuales el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite al proceso respectivo. Pero para que pueda solicitarse el amparo constitucional mediante la mencionada acción de tutela será necesario, adicionalmente … entre otros que, como consecuencia de todo lo anterior, aparezca una vulneración palmaria de los derechos fundamentales del procesado. En otras palabras, si las deficiencias en la defensa del implicado no tienen un efecto definitivo y notorio sobre la decisión judicial o si no apareja una afectación ulterior de sus restantes derechos fundamentales, no podría proceder la acción de tutela contra las decisiones judiciales del caso.»
 
De igual manera la aludida Corporación ha indicado que el defecto procedimental absoluto se puede configurar porque el funcionario judicial: 

i) Sigue un trámite totalmente ajeno al asunto sometido a su competencia
.
ii) Pretermite etapas sustanciales del procedimiento establecido, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de una de las partes
.

iii) Pasa por alto realizar el debate probatorio, natural en todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales
.

Para el caso concreto, se observa que la parte actora considera que la concesión del referido recurso con las providencias del 20 de noviembre de 2018 y 31 de enero de 2019, es improcedente, puesto que la parte ejecutada no presentó excepciones oportunamente, lo cual motivó a que se siguiera adelante con la ejecución. 

Ello en atención a que, a su juicio, el auto que ordenó seguir adelante la ejecución es una providencia que no es apelable conforme los artículos 321
 y el inciso 2° del artículo 440 del Código General del Proceso
 y, ni siquiera si se acudiera Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo
, resultaría procedente.

Precisó que dicha actuación procesal le causa un perjuicio irremediable, en tanto que no le ha permitido que se tramite la liquidación del crédito a su favor, dineros estos que requiere para su sustento y el de los suyos.

De manera que, si bien el cuestionamiento principal del accionante radica en que se haya concedido el referido recurso en contra del auto que ordenó seguir adelante la ejecución, sobre el cual recae el defecto procedimental alegado, lo cierto es que para la Sala el juzgado no desconoció que dicha decisión no es apelable, solo que concedió la alzada porque hubo un pronunciamiento sobre unas resoluciones que dieron cumplimiento parcial al fallo ejecutado.

En efecto, se observa que para el Juzgado cuestionado, subsiste la obligación objeto de ejecución, pese a la documentación aportada con la cual se pretendió demostrar el cumplimiento de la obligación, por lo que ese era un asunto de fondo frente al cual sí procedía apelación, tesis que para la Sala no resulta arbitraria, pues la norma sí consagra que en esos casos esa decisión es apelable.

Ahora, ello sin perjuicio de que el Tribunal, al resolver la apelación, decida que no es procedente frente a la decisión de ordenar seguir adelante con la ejecución.

6.1.1 Solicitud de amparo en contra de las providencias del 20 de noviembre de 2018 y 31 de enero de 2019, dictadas en primera instancia en el proceso ejecutivo

Así, se recuerda que con el auto del 20 de noviembre de 2018, se señaló lo siguiente:
«Al respecto es de advertirse que, al no proponerse excepciones contra el auto que libró mandamiento de pago…la orden de seguir adelante la ejecución por parte de este Despacho el 9 de octubre de 2018 se adoptó mediante auto, y no por sentencia, y en consecuencia en principio el recurso interpuesto en contra de la mencionada providencia es improcedente, tal y como lo ha señalado el Tribunal Administrativo de Santander.

No obstante lo anterior, en el caso concreto se advierte que, si bien en el auto recurrido se dispuso seguir adelante con la ejecución, también en cumplimiento de lo dispuesto por el H. Tribunal Administrativo de Santander, esta Agencia Judicial en el (sic) se pronunció en relación con los documentos aportados como prueba, entre estos, las Resoluciones que dieron cumplimiento parcial al fallo, en los que consta que la parte ejecutante, renunció de manera voluntaria al reintegro ordenado, concluyéndose que en el asunto de marras no existe un pago total de la obligación, es decir, no se trató de un auto en el que solo se diera impulso al proceso, si no (sic) que se hizo referencia a un aspecto que tiene que ver con el fondo del asunto, como lo es, el pago total de la obligación, y respecto del cual procede el recurso de apelación.

Por lo anterior, con el fin de garantizar el derecho al debido proceso de la parte ejecutada, y de conformidad con el Artículo 282 del C.G.P. que regula la resolución de las excepciones, en el sentido de que en cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, se concederá el recurso de apelación oportunamente interpuesto en contra del auto del 09 de octubre de 2018. Esto es razón a que el pago de la obligación constituye una excepción, y que si bien en este asunto se encontró que no se configura, es un aspecto sobre el cual puede pronunciarse el A-Quem y en caso de encontrarla procedente declarar, sin perjuicio de que la decisión se haya adoptado mediante auto, privilegiándose así el derecho sustancial sobre el procesal.» (Negrilla fuera del texto original)

Por su parte, con la providencia del 31 de enero de 2019, el Juzgado demandado resolvió reponer parcialmente la providencia del 20 de noviembre de 2018 y, en su lugar, dispuso que el recurso de apelación presentado por la parte ejecutada se concedía en el efecto devolutivo, en virtud de lo consagrado en el artículo 323 del Código General del Proceso, por lo que dispuso también lo pertinente a las copias para surtir dicho trámite. Y confirmó en lo demás la providencia recurrida. En lo particular, en la citada providencia se indicó:

«Como bien se puede leer en el auto que se recurre –fl.243-, se indicó con suficiencia que pese a que en el auto que ordenó seguir adelante la ejecución nada se resolvió sobre excepciones textualmente, en esa misma providencia esta Agencia Judicial se pronunció con relación a las pruebas documentales del ejecutado, concluyéndose que no existía un pago total de la obligación, en otras palabras, ese auto hizo referencia a aspectos de fondo del asunto...como si se hubiese resuelto sobre el particular, lo que claramente conllevaba una violación al debido proceso en contra de la Contraloría si no se concedía el recurso…»

De manera que, específicamente, en esta decisión se resaltó que la orden de seguir adelante con la ejecución se adoptó mediante auto al no proponerse excepciones oportunamente contra el que libró mandamiento de pago, lo que no es susceptible de este recurso.

Asimismo, en ella de forma clara se expuso que las razones que conllevaron a conceder el recurso de apelación en contra el auto del 9 de octubre de 2018, obedecieron a que también se había pronunciado respecto de las pruebas documentales del ejecutado, que daban cuenta que no existía un pago total de la obligación.

Adicionalmente, se advierte que en dicha providencia se hizo referencia a aspectos de fondo del asunto y que, de no conceder el recurso podría incurrir en una violación al debido proceso en contra de la Contraloría.

Así las cosas, para la Sala el Juzgado demandado no incurrió en los defectos procedimental y sustantivo alegados, en tanto que de forma clara y expresa indicó que la providencia recurrida no solo había ordenado seguir adelante la ejecución, sino que a su vez, resolvió aspectos relacionados con el fondo de la ejecución pretendida, como lo fue la falta de pago total de la obligación, sobre lo cual recayó la concesión del recurso de apelación en cuestión. 

En efecto, se advierte que en la mencionada decisión el juzgado señaló que «… efectuó el razonamiento del por qué se concedía el recurso de apelación contra el auto del 09 de octubre de 2018, lo que se reitera no fue por la orden de seguir adelante la ejecución.»

Ello, en atención a que en la providencia recurrida no solo se resolvió lo atinente a la orden de seguir adelante la ejecución, sino otros aspectos relativos al fondo de la ejecución presentada, como lo fue el hecho de que no existía pago total de la obligación.

Tan es así que, a pie de página, en dicha providencia se advirtió que en el auto que ordenó seguir adelante la ejecución se hizo referencia a la Resolución 00202 del 5 de abril de 2010 expedida por la Contraloría General de Santander, y en el recurso de apelación interpuesto por la ejecutada se reprochó, precisamente porque el juez de primera instancia había incurrido en error fáctico y en error de derecho por el equivocado análisis probatorio, relacionado en el mencionado acto administrativo.

Lo anterior, por cuanto en las disposiciones contenidas en los actos administrativos que se aportaron como prueba –relacionados con la renuncia voluntaria del ejecutante al reintegro- correspondían «…a los eventos que se consideran relevan a las entidades ejecutadas a dar cumplimiento [de] la obligación de hacer –reintegro-, subsistiendo por tanto dicha obligación.» 
En tal sentido, no se observa que dicha autoridad judicial se haya apartado del procedimiento legal establecido en las citadas normas y mucho menos, que sus motivaciones contraríen los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica, pues conforme  lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del Proceso
, que regula la resolución de las excepciones, siguió el trámite procesal correspondiente ante el recurso de apelación que la parte ejecutada había presentado en contra del auto que, entre otros asuntos, ordenó seguir adelante con la ejecución. 

En consecuencia, no se encuentran configurados los defectos antes analizados.

6.1.2 Solicitud de amparo en contra de la providencia del 24 de abril de 2019, dictada en segunda instancia en el proceso ejecutivo

Por otro lado, para el actor se configura también un defecto procedimental absoluto, por cuanto el Tribunal Administrativo de Santander mediante proveído del 24 de abril de 2019, sin motivación fáctica ni jurídica, previo a decidir el mencionado recurso de apelación, requirió al juzgado para que remitiera una documentación del caso.

Al respecto, se observa que si bien el Tribunal no hizo mención alguna del sustento jurídico ni fáctico para dictar la precitada decisión, lo cierto es que el inciso 3° del artículo 324 del Código General del Proceso contempla la posibilidad de que si el «…superior considera necesarias otras piezas procesales deberá solicitárselas al juez de primera instancia por auto que no tendrá recurso y por el medio más expedito…».

Por tanto, para la Sala la mencionada autoridad judicial no incurrió en defecto alguno al requerir una documentación que consideró necesaria previamente a decidir el pluricitado recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutada, para lo cual indicó que estos debían remitidos vía electrónica, con lo cual hizo uso del medio expedito que señala la norma en mención.

En consecuencia, tampoco se encuentran configurados los defectos antes referidos.

6.2 Violación de la Constitución

En relación con la violación directa de la Constitución la Corte Constitucional ha establecido lo siguiente:

«Estos eventos en que procede la acción de tutela contra decisiones judiciales involucran la superación del concepto de vía de hecho y la admisión de específicos supuestos de procedebilidad (sic) en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales…»
.

La parte actora también mencionó que con la actuación procesal cuestionada se inobservaron los artículos 6°, 29, 31, 228 y 230 superiores, que proscriben recurrir el auto que ordena seguir adelante una ejecución si el ejecutado no propuso excepciones oportunamente, en consonancia con lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 440 del Código General del Proceso.

Al respecto, se observa que dichas normas constitucionales no contienen la prohibición a la que alude el accionante, pues precisamente se trata de preceptivas que contienen mandatos de orden superior, al cual se rigen las demás disposiciones, que en parte alguna se advierten desconocidos por las autoridades judiciales demandadas. Por tanto, para la Sala tampoco se configura el mencionado defecto.

6.3 Mora judicial

Finalmente, el demandante alegó que el Tribunal incurrió en los «defectos sustantivo y procedimental», puesto que no ha admitido la apelación en cuestión, sino que previo a ello requirió una serie de documentos, sin motivación fáctica ni jurídica para ello, lo cual se traduce en una mora judicial de su parte. 

Para la Corte Constitucional
 y para esta Sección
 no todos los incumplimientos en los términos para el ejercicio de la administración de justicia son violatorios de los derechos fundamentales, será así cuando se presenta mora judicial, y al analizar el plazo se observe que este no es razonable y la demora es injustificada.

Así las cosas, para la Sala el Tribunal demandado no incurrió en un incumplimiento en los términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación, en atención a que el auto con el que finalmente el juzgado concedió la apelación se dictó el 31 de enero de 2019 y, el 11 de febrero de la misma anualidad la secretaría del despacho procedió a la remisión del expediente al superior.

Asimismo, la magistrada a la que inicialmente se le repartió el proceso con providencia del 1° de marzo de 2019 remitió por adjudicación las diligencias a otro magistrado, el cual, a su vez, con auto del 22 de mayo de 2019 dispuso la remisión del expediente en cuestión a esta Corporación, en cumplimiento a lo requerido en el auto admisorio de la solicitud de amparo.

De manera que, desde la recepción del proceso en cuestión el Tribunal no ha optado por una conducta dilatoria que desborde el concepto de plazo razonable que involucra el análisis sobre la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y el análisis global del procedimiento.

Por el contrario, se advierte que dicha autoridad judicial de manera oportuna ha cumplido con los requerimientos del caso, como lo fue el envío del expediente a esta Colegiatura para el análisis del objeto de la acción de tutela, lo cual impide que materialmente cuente con la documentación necesaria para adoptar la decisión que en derecho corresponda.

En todo caso, se recuerda que el Tribunal demandado aún no ha decidido sobre la admisibilidad del recurso de apelación objeto de análisis, por lo que la lesión que pudiera predicar el accionante por parte de esta autoridad, aún no se ha consumado ante la falta de pronunciamiento de su parte.

En consecuencia, se rechazará la petición de reforma de la solicitud de amparo presentada por el actor. Asimismo, se negará frente a los defectos procedimental absoluto, sustantivo y violación directa de la Constitución en relación con los autos del 20 de noviembre de 2018, 31 de enero y 24 de abril de 2019, dictados por las autoridades judiciales demandadas. De igual manera, se negará en lo atinente a la presunta mora judicial en la que, a juicio del actor, incurrió el Tribunal demandado.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: Recházase la reforma de la solicitud de amparo presentada por el señor Elmar Navarro Pérez, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Niégase la protección invocada por el accionante frente a los defectos procedimental absoluto, sustantivo y violación directa de la Constitución en relación con los autos del 20 de noviembre de 2018, 31 de enero y 24 de abril de 2019, dictados por las autoridades judiciales demandadas. De igual manera, se niega en lo atinente a la presunta mora judicial en la que, a juicio del actor, incurrió el Tribunal demandado.

TERCERO: Notifíquese a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: De no ser impugnada la presente providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

QUINTO: Ejecutoriada esta providencia, devuélvase al despacho de origen el expediente remitido en calidad de préstamo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Magistrada

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Magistrada

NUBIA MARGOTH PEÑA GARZÓN

Magistrada (E)
� Con auto del 30 de abril de 2019 el Tribunal Administrativo de Santander ordenó la remisión inmediata del expediente de tutela, al advertir que también se acusaba una decisión emitida por dicha Corporación (folio 19). Con memorial del 2 de mayo de 2019 el actor solicitó revocar el precitado auto, pues sus pretensiones se dirigían a cuestionar únicamente al Juzgado y manifestó que retiraba el hecho siete, en aras de aclarar lo solicitado (folios 22 y anverso). Mediante providencia del 6 de mayo de 2019, el Tribunal dispuso estarse a lo resuelto en el auto anterior y, remitió la solicitud de amparo al Consejo de Estado (folios 24 y anverso). De manera que, el expediente de tutela fue recibido en la Oficina de Correspondencia de esta última Corporación el 10 de mayo de 2019 (folio 28).


� En el numeral primero de la parte resolutiva de esta providencia se declaró la nulidad del decreto demandado y del oficio con el cual se comunicó la supresión del empleo al accionante y, en consecuencia, se dispuso: «Como consecuencia de la nulidad declarada y a título de restablecimiento del derecho …ORDENAR al DEPARTAMENTO DE SANTANDER –CONTRALORIA DEPARTAMENTAL DE SANTANDER, REINTEGRAR al señor ELMAR NAVARRO PEREZ… al cargo de REVISOR 550 de la planta de personal de la Contraloría Departamental de Santander manteniendo sus derechos de carrea administrativa. [ ] PAGAR debidamente indexados los sueldos, prestaciones sociales, emolumentos y demás haberes causados y dejados de percibir desde su desvinculación laboral hasta su efectivo reintegro, debiendo descontarse de dicha suma, también debidamente indexado el monto de la indemnización que se le pagó por la supresión del cargo que desempeñaba. [ ] tercero Una vez ejecutoriada la presente providencia, expídase copia auténtica de la misma…»


� Con esta decisión se modificó el numeral primero de la providencia apelada, en tanto si bien declaró la nulidad del decreto demandado, se inhibió respecto del oficio por el cual se comunicó al actor de la supresión de su cargo, en razón de que no tenía el carácter de acto administrativo. También se adicionó la decisión apelada en el sentido de negar las pretensiones cuarta (reconocimiento de perjuicios morales) y novena (pago de lo correspondiente al suministro de calzado y vestido) de la demanda.


� Esta providencia se corrigió con auto del 12 de octubre de la misma anualidad, respecto del cargo al que se había indicado debía ser reintegrado el demandante. Y negó la solicitud de aclaración presentada por el ejecutante respecto del auxilio de cesantías, intereses moratorios y la causación de la indemnización compensatoria.


� «Verbigracia, en el auto que ordenó seguir adelante la ejecución se hizo referencia a la Resolución 00202 del 5 de abril de 2010 expedida por la Contraloría General de Santander, y en el recurso de apelación interpuesto por la ejecutada se reprocha que el Despacho incurre en error f[á]ctico y en error de derecho por [el] equivocado análisis probatorio, relacionado [en] dicha Resolución.»


� Folios 39 a 53 y 85 a 91.


� Consejo de Estado. Sala Plena. Expediente número 11001-03-15-000-2009-01328-01. Acción de Tutela - Importancia jurídica. Actora: Nery Germania Álvarez Bello. Magistrada Ponente: María Elizabeth García González.


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñado.


� Ibidem.


� Entre otras, se citan las sentencias T - 949 de 2003, T - 774 de 2004 y C - 590 de 2005 de la Corte Constitucional.


� Asimismo, la magistrada a la que inicialmente se le repartió el proceso con providencia del 1° de marzo de 2019 remitió por adjudicación el expediente a otro magistrado, el cual con auto del 22 de mayo de 2019 dispuso la remisión del expediente en cuestión a esta Corporación, en cumplimiento a lo requerido en el auto admisorio de la solicitud de amparo (folios 42 y 98).


� Sentencia T-208A de 2018 de la Corte Constitucional, que cita, a su vez, las sentencias SU 159 de 2002, T-043 de 2005, T-295 de 2005, T-657 de 2006, T-686 de 2007, T-743 de 2008, T-033 de 2010, T-792 de 2010, entre otras.


� Corte Constitucional, Sentencia T-017 de 2007.


� Corte Constitucional, Sentencias T-996 de 2003, T-638 y T-781 de 2011, entre muchas otras.


� Corte Constitucional, Sentencia T-264 de 2009.


� Corte Constitucional, Sentencia T-778 de 2009.


� «ARTÍCULO 321. PROCEDENCIA. Son apelables las sentencias de primera instancia, salvo las que se dicten en equidad.


También son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia:


1. El que rechace la demanda, su reforma o la contestación a cualquiera de ellas.


2. El que niegue la intervención de sucesores procesales o de terceros.


3. El que niegue el decreto o la práctica de pruebas.


4. El que niegue total o parcialmente el mandamiento de pago y el que rechace de plano las excepciones de mérito en el proceso ejecutivo.


5. El que rechace de plano un incidente y el que lo resuelva.


6. El que niegue el trámite de una nulidad procesal y el que la resuelva.


7. El que por cualquier causa le ponga fin al proceso.


8. El que resuelva sobre una medida cautelar, o fije el monto de la caución para decretarla, impedirla o levantarla.


9. El que resuelva sobre la oposición a la entrega de bienes, y el que la rechace de plano.


10. Los demás expresamente señalados en este código…»


� «ARTÍCULO 440. CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN, ORDEN DE EJECUCIÓN Y CONDENA EN COSTAS. Cumplida la obligación dentro del término señalado en el mandamiento ejecutivo, se condenará en costas al ejecutado, quien sin embargo, podrá pedir dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación del auto que las imponga, que se le exonere de ellas si prueba que estuvo dispuesto a pagar antes de ser demandado y que el acreedor no se allanó a recibirle. Esta petición se tramitará como incidente que no impedirá la entrega al demandante del valor del crédito.


Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez ordenará, por medio de auto que no admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado.» 


� Artículo 243.


� «ARTÍCULO 282. RESOLUCIÓN SOBRE EXCEPCIONES. En cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda.


…»


� Sentencia C - 590 de 2005.


� Sentencias T-693 A de 2011 y T-1154 de 2004


� Expediente 1100103150020140170701 M.P. Dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez






